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Constitución de la Provincia de Río Negro
Convención Constituyente

PREÁMBULO

Los representantes del Pueblo de la Provincia de Río Negro, reunidos en Convención Consti-
tuyente, ratificando su indisoluble pertenencia a la Nación Argentina y como parte integrante 
de la Patagonia, con el objeto de garantizar el ejercicio universal de los Derechos Humanos 
sin discriminaciones, en un marco de ética solidaria, para afianzar el goce de la libertad y la 
justicia social, consolidar las instituciones republicanas reafirmando el objetivo de construir un 
nuevo federalismo de concertación, consagrar un ordenamiento pluralista y participativo donde 
se desarrollen todas las potencias del individuo y las asociaciones democráticas que se da la 
sociedad, proteger la salud, asegurar la educación permanente, dignificar el trabajo, promover 
la iniciativa privada y la función social de la propiedad, preservar los recursos naturales y el 
medio ambiente, descentralizar el Estado haciendo socialmente eficiente su función, fortalecer 
la autonomía municipal y el equilibrio regional, lograr la vigencia del bien común y la paz bajo la 
protección de Dios, ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución para la Provin-
cia de Río Negro.-

PRIMERA PARTE
Declaraciones generales - derechos - garantias y responsabilidades

SECCIÓN PRIMERA
Declaraciones generales

CAPÍTULO I
Declaraciones de fe republicana

Sistema de gobierno

Artículo 1.- La Provincia de Río Negro, en ejercicio de su autonomía y como parte integrante 
de la Nación Argentina, se dicta su Constitución y organiza sus instituciones bajo el sistema 
republicano y democrático de gobierno, según los principios, derechos, deberes y garantías 
consignados en la Constitución Nacional.

Soberanía popular

Artículo 2.- El poder emana del Pueblo, quien delibera y gobierna por medio de sus
representantes y autoridades legalmente constituidas, con excepción de los casos del
referéndum, consulta, iniciativa y revocatoria populares.



A toda persona con derecho a voto le asiste el derecho a iniciativa ante los cuerpos colegiados 
para la presentación de proyectos.

Supresión de títulos

Artículo 3.- Quedan suprimidos los títulos honoríficos a los funcionarios, cualquiera sea su
investidura.

Publicidad

Artículo 4.- Todos los actos de gobierno son públicos.
Son publicados íntegramente los que se relacionan con la renta y los bienes pertenecientes al 
gobierno provincial y municipal.

Juramento - manifestación de bienes

Artículo 5.- Los magistrados y funcionarios, electivos o no, incluso los pertenecientes a las
intervenciones federales, están obligados en el acto de su incorporación, a prestar juramento 
de desempeñar debidamente el cargo y de obraren todo de conformidad a lo prescripto por 
esta Constitución.
Las personas mencionadas en el párrafo anterior están obligadas a manifestar sus bienes
al ingreso, bajo apercibimiento de no recibir emolumento y de cesar en el cargo; y al egreso, de 
negarle beneficio previsional. La manifestación de bienes comprende también la del cónyuge y 
personas a su cargo, conforme la reglamentación.

Enseñanza de la constitución

Artículo 6.- El estudio de la Constitución será materia obligatoria en todos los niveles de la
educación oficial de la Provincia, exaltando su espíritu y normativa.

Vigencia de la constitución

Artículo 7.- En ningún caso y por ningún motivo el Pueblo y las autoridades de la Provincia
pueden suspender el cumplimiento de esta Constitución, ni la de la Nación o la efectividad
de las garantías establecidas en ambas.
Es deber de los habitantes de la Provincia defender la efectiva vigencia del orden constitucio-
nal y de sus autoridades legítimas. Carece de validez jurídica cualquier disposición adoptada 
por imposición de fuerza armada.
A los efectos penales y formales, los fueros, inmunidades y prerrogativas procesales de los
funcionarios electos se consideran vigentes hasta la finalización de sus períodos, conforme
a esta Constitución, cuando fueren destituidos por actos o hechos no previstos por la misma. 
Son insanablemente nulas las condenas penales que se hubieren dictado o se dictaren en 
contravención a esta norma.
Las personas que ejercieren funciones de responsabilidad o asesoramiento político en los



poderes de la Nación, de las provincias o de los municipios, en gobiernos no constitucionales, 
quedan inhabilitados a perpetuidad para ocupar cargos públicos, en la provincia o en sus muni-
cipios. A los fines previsionales, no se computará el tiempo de sus servicios ni los aportes que 
por tal concepto hubieren realizado.

CAPÍTULO II
El estado provincial

NOMBRE

Artículo 8.- Las denominaciones adoptadas sucesivamente desde 1884 para el ex- Territorio 
Nacional, a saber: “DE RIO NEGRO” o “DEL RIO NEGRO”, son nombres oficiales indistintos para 
la designación de la Provincia.

Límites

Artículo 9.- Los límites del territorio de la Provincia son los históricos fijados por la Ley Nacio-
nal No 1.532, ratificados por la Ley Nacional No 14.408, abarcando además el subsuelo, el Mar 
Argentino adyacente y su lecho, y el espacio aéreo correspondiente. 
Su modificación requiere los votos favorables de los cuatro quintos del total de los miembros 
de la Legislatura.

Región patagónica

Artículo 10.- La Provincia de Río Negro declara su pertenencia a la región patagónica. El
gobierno coordina e integra prioritariamente sus políticas y planes con las provincias y
autoridades nacionales con asiento al sur de los ríos Barrancas y Colorado.

Capital de la provincia - descentralización

Artículo 11.- La ciudad de Viedma es la capital de la Provincia. Es el asiento de las autorida-
des provinciales, conforme a esta Constitución.
Deja de ser capital cuando se efectivice el traslado de las autoridades nacionales al nuevo
Distrito Federal.
El gobierno promueve la modernización, la descentralización administrativa y la planificación 
del desarrollo, contemplando las características culturales, históricas y socioeconómicas de 
las diferentes regiones internas, fortaleciendo el protagonismo de los municipios.

Clausula federal

Artículo 12.- El gobierno provincial:
1. Ejerce los derechos y competencia no delegados expresamente al gobierno federal.



2. Promueve un federalismo de concertación con el gobierno federal y entre las provincias, con 
la finalidad de satisfacer intereses comunes y participar en organismos de consulta y decisión, 
así como establecer relaciones intergubernamentales e Interjurisdiccionales, mediante trata-
dos y convenios.
3. Ejerce, en los lugares transferidos por cualquier título al gobierno federal, las potestades pro-
vinciales que no obstaculicen el cumplimiento de los objetivos de utilidad nacional.
4. Concerta con el gobierno federal regímenes de coparticipación impositiva, promoción
económica y descentralización del sistema previsional.
5. Gestiona la desconcentración y descentralización de la administración federal.
6. Realiza gestiones y celebra acuerdos en el orden internacional para satisfacer sus intereses, 
sin perjuicio de las facultades del gobierno federal.
7. Acuerda su participación en órganos que ejercen poderes concurrentes o regímenes concer-
tados y en las empresas interjurisdiccionales o del Estado Nacional que exploten recursos en 
su territorio.
8. Se reserva el derecho de solicitar la celebración de un nuevo pacto federal, por no haber 
intervenido en el Tratado del 31 de enero de 1831, ni en la sanción de laConstitución Nacional.

Intervención federal

Artículo 13.- Las funciones de las intervenciones federales son exclusivamente administrati-
vas, con excepción de las que derivan del estado de necesidad.
Los actos administrativos que realizan las intervenciones son válidos solamente cuando
están conformes con esta Constitución y las leyes que en su consecuencia se dicten. La
nulidad emergente puede ser declarada a instancia de parte.
Los funcionarios y empleados designados por la intervención federal quedan en comisión
el día en que ésta cesa en sus funciones.

SECCIÓN SEGUNDA
Derechos, garantías y responsabilidades

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Operatividad

Artículo 14.- Los derechos y garantías establecidos expresa o implícitamente en esta
Constitución tienen plena operatividad sin que su ejercicio pueda ser menoscabado por
ausencia o insuficiencia de reglamentación. El Estado asegura la efectividad de los
mismos, primordialmente los vinculados con las necesidades vitales del hombre. Tiende a
eliminar los obstáculos sociales, políticos, culturales y económicos, permitiendo igualdad
de posibilidades.

Reglamentación - facultades implícitas


